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SEGURIDAD JURÍDICA. EL ARTÍCULO 52, ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, INCISO C), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 2013, TRANSGREDE ESTE PRINCIPIO. El 
precepto de referencia establece el procedimiento a seguir por la autoridad fiscal cuando un contador 
público registrado no dé cumplimiento a las disposiciones que le son aplicables. Dicho procedimiento 
se sigue en fases, la primera de ellas ocurre cuando la autoridad termina de revisar el dictamen fiscal 
elaborado por el contador público registrado, posteriormente en el plazo de seis meses se debe 
notificar a este último la irregularidad detectada. Una vez que surta efectos la notificación, el contador 
público cuenta con un plazo de quince días para manifestar por escrito lo que a su derecho convenga, 
y ofrezca y exhiba las pruebas que considere pertinentes. Agotado el periodo probatorio, la autoridad 
debe notificar la resolución al contador público, en un plazo que no debe exceder de doce meses. 
Sin embargo, en el inciso c) de la porción normativa mencionada se establece que este último 
contará a partir del día siguiente a aquel en que se agote el plazo señalado en "la fracción I que 
antecede". Esta remisión resulta errática, pues la fracción I del artículo 52 del Código Fiscal de la 
Federación regula los requisitos que deben cumplir los contadores públicos que realicen dictámenes 
para poder obtener su inscripción ante las autoridades fiscales, por lo que no existe dentro de esa 
fracción un momento específico que indique a partir de cuándo comienzan a transcurrir los doce 
meses con los que cuenta la autoridad para notificar la resolución del procedimiento sancionatorio. 
Por tanto, el precepto referido vulnera el principio de seguridad jurídica al propiciar que los 
particulares no conozcan con certeza a qué atenerse en relación con el momento en el que la 
autoridad debe dictar y notificar la resolución del procedimiento administrativo sancionador, y si bien 
las normas jurídicas no pueden ser interpretadas de manera aislada, sino en función del sistema en 
el cual están inmersas, ello no puede llegar al extremo de exigir que las personas tengan que 
subsanar, mediante un ejercicio hermenéutico, las deficiencias legislativas en que incurre el 
legislador. 

Amparo en revisión 803/2016. Bernardo Ismael González Vidrio. 15 de marzo de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 

Amparo en revisión 983/2016. Raúl Figueroa Segura. 5 de abril de 2017. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.  

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 484/2019, pendiente de 
resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de octubre de 2017 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 


